
Las violencias 
de género en 
la transición:

legados del conflicto 
armado y desafíos 

para la paz





Con el apoyo de: Las violencias 
de género en 
la transición:

legados del conflicto 
armado y desafíos 

para la paz



DIRECTORA EJECUTIVA DE LA FIP
Maria Victoria Llorente

DIRECTOR ÁREA DE DINÁMICAS DEL
CONFLICTO Y NEGOCIACIONES DE PAZ
Juan Carlos Garzón

AUTORES
Génica Mazzoldi Díaz
Román Alexis Huertas Montoya
Irina Cuesta Astroz
Paula Andrea Tobo Caviedes

EDICIÓN Y CORRECIÓN DE ESTILO
Elizabeth Reyes Le Paliscot
Martín Franco Vélez

FOTOGRAFÍAS
Paola Jinneth Silva 
Julios
María Florez 

DISEÑO Y DIAGRAMACIÓN
Ladoamable ltda
www.ladoamable.com

ISBN
978-958-5517-27-1

FUNDACIÓN IDEAS PARA LA PAZ (FIP)
Calle 100  No. 8A - 37 Torre A. Of. 305. Bogotá
Tel. (57-1) 218  3449
www.ideaspaz.org / e-mail: fip@ideaspaz.org

BOGOTÁ, COLOMBIA / MAYO 2019

* El proyecto de investigación en el cual se enmarca este informe contó con 
la dirección de Eduardo Álvarez Vanegas hasta marzo de 2018, fecha hasta 
la cual coordinó el Área de Dinámicas del Conflicto y Negociaciones de Paz 
de la FIP. Los autores agradecen sus aportes y lineamientos.



7

11

21

Contenido

1. INTRODUCCIÓN 

2. LOS FACTORES QUE INCIDEN EN LA VIOLENCIA 
DE GÉNERO Y LAS PERCEPCIONES DE SEGURIDAD

3. RECOMENDACIONES: ACCIONES PARA INCLUIR 
A LAS MUJERES Y LA POBLACIÓN LGBTI EN EL 
DESARROLLO TERRITORIAL Y LAS AGENDAS DE PAZ 
DE LAS REGIONES AFECTADAS POR EL CONFLICTO 





5Las violencias de género en la transición: legados del conflicto armado y desafíos para la paz

Agradecimientos

La Fundación Ideas para la Paz (FIP) agradece la participación de los dife-

rentes actores territoriales que se vincularon a las actividades del proyecto “Se-

guridad para mujeres y población LGBTI en regiones afectadas por el conflicto 

armado en Colombia”. A las mujeres y personas LGBTI de Puerto Asís y San 

Miguel (Putumayo), Apartadó (Antioquia) y Tumaco (Nariño) por sus valiosos 

aportes y compromisos. A funcionarios públicos, organismos internacionales, 

entidades del sector privado y organizaciones sociales, por sus contribuciones 

como aliados estratégicos. Esperamos que este trabajo se convierta en un insu-

mo para la realización de acciones en pro de las mujeres y la población LGBTI, 

al igual que del desarrollo regional y la construcción de paz.

Un reconocimiento especial a quienes en el International Development Re-

search Centre (IDRC) apoyaron el proyecto desde su formulación hasta la con-

solidación de los resultados, por sus aportes a los análisis que presentamos.

En la FIP, agradecemos a los investigadores Andrés Cajiao, Silvia Ayala y 

Ángela Silva, por su apoyo durante el proceso de investigación y sus aportes 

en el análisis y la consolidación de este documento. A Erika Rivera, Paola Silva 

y Luz Mary Rosero, quienes desde su rol de profesionales de acompañamiento 

facilitaron la gestión en los territorios. Por la revisión de los textos y aportes a 

Juan Carlos Garzón, director del área de Dinámicas del Conflicto y Negocia-

ciones de Paz y a María Acosta, investigadora del área de Seguridad y Política 

Criminal. Así mismo, a todos aquellos que en algún momento hicieron parte del 

equipo de trabajo.





01

Introducción





9Las violencias de género en la transición: legados del conflicto armado y desafíos para la paz

01. Introducción
La desactivación del conflicto armado y la construcción de la paz tienen 

en la reducción de la violencia de género uno de sus principales desafíos. El 

reciente proceso de negociación con las FARC y el Acuerdo al cual llegaron 

las partes, incluyó a la equidad de género y la no discriminación como asuntos 

centrales en la transformación territorial. Esto implica la protección y partici-

pación de nuevos y más actores, que se suman a los procesos que han venido 

promoviendo organizaciones de mujeres, LGBTI1, cooperación internacional y 

entidades públicas.

En la fase de transición y durante la implementación del Acuerdo de Paz, las 

violencias de género y el impacto humanitario se han incrementado en varias 

regiones, activadas por el control y disputa de los grupos armados ilegales. Si 

bien el proceso de paz causó una disminución notable de la violencia vinculada 

a la confrontación armada, estos dividendos se han visto comprometidos por 

amenazas y riesgos que persisten y afectan a las mujeres y la población LGBTI. 

Desde el 2015, la Fundación Ideas para la Paz (FIP) ha venido impulsan-

do una agenda de trabajo que conecta la construcción de paz con temas de 

género. Con el apoyo del International Development Research Centre (IDRC), 

la FIP desarrolló, desde mayo de 2017, la iniciativa “Seguridad para mujeres y 

población LGBTI en regiones afectadas por el conflicto armado en Colombia”. 

Este proyecto busca aportar a la reducción de la violencia sexual y de gé-

nero en tres regiones emblemáticas afectadas por el conflicto armado: Puerto 

Asís y San Miguel, en el departamento del Putumayo; Apartadó, en el Urabá 

antioqueño; y Tumaco, en Nariño, mediante un proceso de investigación y de 

construcción de alternativas con actores locales. 

Estos cuatro municipios han sido afectados por dinámicas de reacomoda-

miento o dominio de grupos armados, presencia de economías ilegales, au-

mento en el número de homicidios y explotación sexual. También son territorios 

priorizados para la implementación del Acuerdo de Paz, con el desarrollo de 

iniciativas comunitarias u organizativas que buscan prevenir las violencias de 

género. 

1	  La expresión LGBTI, acrónimo de “Lesbianas, Gais, Bisexuales, Transexuales e Intersexuales”, se ha constituido como 
distintivo de un sector poblacional que pretende recoger, en parte, la pluralidad de las expresiones de orientación 
sexual e identidad de género que se apartan de la heteronormatividad.
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La persistencia de las violencias basadas en géne-

ro en estas regiones sigue siendo un obstáculo para 

la construcción de paz territorial. La construcción de 

paz y las garantías de seguridad local requieren no 

perder de vista dos elementos importantes: primero, 

las conexiones entre los tipos de violencia basada en 

género, y segundo, la incidencia que tienen estas vio-

lencias en las vivencias y percepciones de seguridad 

de las mujeres y la población LGBTI. 

En la primera parte de este documento se identifi-

can los factores que inciden en la violencia de género 

y las percepciones de seguridad, tomando en cuenta 

los legados del conflicto armado y las continuidades 

y rupturas de la confrontación actual. La segunda 

sección contiene un conjunto de recomendaciones 

para el mejoramiento de las condiciones de seguri-

dad de las mujeres y las personas LGBTI en contex-

tos de fragilidad, con énfasis en la disminución de las 

violencias basadas en género y la protección de las 

comunidades.

Entre abril de 2017 y abril de 2019, el equipo de la FIP desarrolló en cada región tres tipos de 

actividades:

•	117 actividades enfocadas en el diagnóstico y recolección de información que involucraron 

cerca de 1.900 personas, además de 80 entidades del sector privado y público, educadores, 

cooperantes y organizaciones de la sociedad civil. En esta fase realizamos entrevistas 

individuales, grupos focales, reuniones bilaterales y jornadas de aplicación de la Encuesta 

Exploratoria Sobre Percepciones de Seguridad y Tolerancia a las Violencias Basadas en 

Género2.

•	56 actividades de validación y posicionamiento de intereses frente a los resultados del 

proyecto, en las que participaron 96 personas de los sectores mencionados. 

•	46 sesiones de mesas de trabajo (Nodos Territoriales para el Análisis de Información), 

en las que participaron más de 200 personas. Su objetivo fue analizar y profundizar en 

los hallazgos y alertas encontrados durante la fase diagnóstica del proyecto, así como 

identificar las prioridades y el planteamiento de acciones en materia de seguridad y 

violencias basadas en género en cada región.

2	 Las encuestas fueron realizadas a través del software “Enjoy Quiz Master”, que emplea un proyector de las preguntas y controles (response cards) para cada uno de los 
participantes. El método de muestreo utilizado fue no probabilístico. (Ver anexos conceptual y metodológico).
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02. Los factores que inciden en la violencia 
de género y las percepciones de seguridad

Las condiciones de seguridad de las mujeres y la población LGBTI deben ser 

entendidas en el marco de ciertas fragilidades locales —sociales, económicas e 

institucionales—, la continuidad de la confrontación armada, la existencia de di-

ferentes órdenes (legales e ilegales) y patrones persistentes de discriminación, 

así como dentro del uso y justificación de las violencias basadas en género. 

En las tres regiones que analizó la FIP se encuentra una tendencia al au-

mento en el número de delitos sexuales y hechos de violencia intrafamiliar, que 

siguen la tendencia nacional según datos de la Policía Nacional. En el caso de los 

delitos sexuales, el alza más notable se da en Apartadó (Antioquia), seguido por 

Tumaco (Nariño), que tiene un descenso entre 2017 y 2018. En las tres regiones 

los delitos sexuales aumentaron en promedio anualmente 23% desde 2012. 

A nivel nacional los delitos sexuales aumentaron 10% entre 2017 y 2018. En 

este último año, el 86,4% de las víctimas fueron mujeres y niñas; además, los ti-

pos delictivos con mayores registros fueron los “Actos sexuales con menor de 14 

años” (40%) y “Acceso carnal abusivo con menor de 14 años” (19%).

Respecto a la violencia intrafamiliar, las denuncias aumentaron en Apartadó 

hasta el 2015 y luego tienen un descenso. En cuanto a Puerto Asís y San Miguel 

(Putumayo), el alza se da de manera progresiva. A nivel nacional, entre 2017 y 

2018 estos casos aumentaron 3,8%, sumado a esto, el 80% de las víctimas de 

violencia intrafamiliar fueron mujeres y niñas.

Gráfica 1

NÚMERO DE DELITOS SEXUALES EN LAS TRES REGIONES Y EN COLOMBIA (2010-2018)

Fuente: Policía Nacional - SIEDCO
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A continuación, se presentan los factores que in-

ciden en que ocurran y permanezcan estas violencias 

basadas en género en las zonas analizadas y que no 

incluyen solo los delitos de violencia sexual e intrafa-

miliar, sino un repertorio más amplio de agresiones. 

También identificamos afectaciones particulares en 

contra de mujeres y personas LGBTI y su relación con 

las percepciones de seguridad.

01.
La falta de compresión sobre las violencias 

basadas en género y sus conexiones

Aunque hay un desarrollo normativo alrededor de 

las violencias basadas en género como delito, estas 

no ocupan un lugar importante para las autoridades 

y por eso se invisibilizan o desestiman sus efectos en 

la seguridad. Algunas interpretaciones y discursos en 

territorio sobre violencias contra la mujer y personas 

LGBTI —influenciados por estereotipos, tolerancia y 

discriminación—, interfieren en el abordaje adecuado 

y su tratamiento como delitos.

Los sistemas de información sobre delitos en Co-

lombia cuentan con datos sobre violencia basada en 

género desagregada por sexo (hombre y mujer). Sin 

embargo, los análisis se limitan a describir el aumen-

to o disminución de las conductas, sin caracterizar 

los diferentes factores, condiciones o contextos para 

que estas violencias ocurran. Además, suelen ignorar 

las conexiones entre los diferentes tipos de violencia. 

En el caso de las personas LGBTI, no se tienen regis-

tros institucionales ni sobre los delitos contra ellas, 

pues esta variable no está incorporada. 

Un punto a destacar es que no se ha superado la 

normalización cultural e institucional sobre la condi-

ción de las mujeres atadas a la familia. Algunos fun-

cionarios públicos reproducen estereotipos que jus-

tifican y toleran estas violencias, lo que permite que 

se consideren como asuntos que deben solucionarse 

en un ámbito privado en lugar de tratarlas como un 

Gráfica 2

Número de hechos de violencia intrafamiliar en las tres regiones y en Colombia (2010-2018)

Fuente: Policía Nacional - SIEDCO
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asunto público. Existen, además, otros estereotipos 

alrededor del rol de las mujeres en el hogar, así como 

prejuicios contra personas LGBTI que influyen en que 

ocurran situaciones de revictimización y promueven 

la continuación de estas violencias.

Para algunos tipos de violencia en particular, 

como la de parentesco, hay una concentración de re-

gistros en hechos entre las parejas o al interior del 

hogar, lo que deja por fuera la violencia en otros es-

cenarios. Finalmente, la información y registro de la 

violencia económica y patrimonial3 en contextos de 

vulnerabilidad son precarios, lo que dificulta abordar 

la relación de mujeres y personas LGBTI con las eco-

nomías ilegales. 

02.
Los legados del conflicto armado con nociones 

de justicia y el trámite de conflictos que 

reproducen los estereotipos de género

En contextos de alta complejidad donde los gru-

pos ilegales tuvieron un control importante, el siste-

ma de justicia y la institucionalidad estatal tienen ba-

rreras: la impunidad, la desconfianza y la legitimación 

de “justicias paralelas” (que tiene un carácter punitivo 

y efectista). Estos sistemas de justicia paralelos, que 

generaron una falsa percepción de seguridad, han re-

producido estereotipos de género e influido en mo-

delos de comportamiento masculinos y femeninos.

Para algunas comunidades que están en las zonas 

rurales, los conflictos se tramitaban de manera más 

efectiva a través de “la ley del monte”, aquella que es 

ejercida por grupos armados ilegales y que garantiza 

el castigo y la resolución punitiva de casos. Así, las 

mujeres acudían a los actores ilegales para denunciar 

hechos de violencia, exponiéndose a los riesgos aso-

ciados a la coerción y control del grupo armado. 

Por su parte, la población LGBTI encuentra múlti-

ples barreras para acceder a la justicia formal: discur-

sos que justifican la violencia, intolerancia, discrimi-

naciones y una invisibilidad frente a las posibilidades 

de registro o la denuncia particular como persona 

lesbiana, gay, bisexual, transexual o intersexual. Esto 

los deja en medio de nociones de justicia heredadas 

de los actores armados que los victimizaron y pro-

vocaron su destierro, y un sistema de justicia formal 

al que no pueden acceder y que reproduce ciclos de 

discriminación. 

03. 
Las violencias de género como instrumento de 

regulación social de los actores armados ilegales

La justificación y normalización de violencias 

asociadas a estereotipos de género sobre mujeres 

y personas LGBTI tiene raíces anteriores al conflic-

to armado. Sin embargo, la sobrexposición a hechos 

de violencia, los antecedentes del control territorial 

ejercido por grupos armados y la falta de mecanis-

mos locales eficientes para solucionar conflictos, son 

factores adicionales que acentúan su tolerancia (con 

dinámicas particulares en el caso de las zonas afecta-

das por el conflicto armado).

En el caso de las mujeres encontramos estereoti-

pos alrededor de la forma de vestir, la estética, su rol 

en el hogar y otros comportamientos asociados a lo 

femenino. Otros estereotipos encontrados justifican 

la culpabilidad de las víctimas (vistos en afirmacio-

nes como “las mujeres que son golpeadas es porque 

les gusta ser golpeadas”), y las motivaciones de los 

agresores (entorno a frases como “los violadores son 

por lo general hombres que no pueden controlar sus 

instintos sexuales”).

3	 Por violencia económica y patrimonial entendemos las medidas de control sobre 
el acceso de las mujeres a los recursos y al patrimonio (incluida la tierra), en 
combinación con pautas socioculturales locales y normativas que, en conjunto, 
ocasiona perjuicios, inseguridad, discriminación, vulnerabilidad, dependencia y 
subordinación sobre las mujeres, en detrimento y afectación de su superviven-
cia y la satisfacción de sus necesidades vitales (Flores y Espejel, 2012).
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En la población LGBTI prevalecen prejuicios, patro-

nes de discriminación y estigmas sobre sus dinámicas de 

vida que hacen que la sociedad tolere la violencia moti-

vada por su orientación sexual o identidad de género. 

Esta tolerancia es también visible dentro de institu-

ciones estatales que tienen la responsabilidad de pre-

venir, atender y procesar hechos de violencia basada 

en género. Persisten escenarios de revictimización por 

parte de algunos funcionarios públicos, por ejemplo, 

al minimizar la afectación que tienen las violencias de 

género no físicas, culpando a la víctima del episodio o 

catalogándolo como un asunto privado.

Esta visión estereotipada de la violencia basada 

en género a nivel comunitario e institucional, que re-

duce sus efectos y la relega a lo privado, permite que 

siga ocurriendo en regiones con actual presencia de 

actores armados ilegales. Allí la tolerancia se convier-

te en un instrumento de control territorial. 

En el caso de Tumaco, por ejemplo, los grupos ile-

gales armados continúan usando la violencia sexual, 

imponiendo controles a la movilidad y limitando los 

espacios de socialización. En Apartadó la tolerancia 

social a la violencia económica se ve en la forma en 

que se entiende la explotación sexual como una de 

las estrategias de control más visibles de las Autode-

fensas Gaitanistas de Colombia (AGC). 

04.
La conexión de las violencias de género 

—incluyendo la económica— con las economías 

ilegales

La violencia económica ocurre en relaciones des-

iguales de poder en las que están insertas las mujeres 

y la población LGBTI. Allí se entrecruzan condiciones 

de vulnerabilidad económica con los riesgos propios 

de contextos tolerantes de la violencia y la discrimi-

nación basadas en género. Esto incluye a grupos ar-

mados ilegales que usan la violencia contra las muje-

res como estrategia de control territorial.

En contextos con economías ilegales, como es el 

caso de Tumaco, Apartadó y el Bajo Putumayo, encon-

tramos evidencia de cómo se agudizan desigualdades y 

riesgos a los que están expuestas las mujeres y las per-

sonas LGBTI. El flujo económico producto de bonanzas 

de la economía ilegal de la coca no ha significado una 

mejora en bienestar de las personas (en particular de 

mujeres, niños, niñas y adolescentes). La economía co-

calera, así como las organizaciones ilegales vinculadas 

al narcotráfico, funcionan en el marco de masculinida-

des guerreras y violentas que reproducen ciclos de vio-

lencia en las familias contra niñas y mujeres. 

Bajo condiciones de vulnerabilidad económica la 

violencia contra las mujeres se agudiza y está ligada a 

la explotación sexual. Las economías ilegales —en par-

ticular el microtráfico—, han vinculado a las personas 

LGBTI aprovechando las precarias condiciones econó-

micas en las que pueden encontrarse y la necesidad de 

sobrevivencia en medio de contextos poco incluyentes.

En el caso de las fronteras, las presencia de eco-

nomías ilegales y las dinámicas de desplazamiento y 

migración propias de la población afectada por el con-

flicto, generan un contexto de alto riesgo. Para las mu-

jeres, los riesgos están ligados a la trata de personas, la 

explotación y su vinculación con el tráfico de drogas. 

La violencia económica se expresa a través del 

limitado acceso a los recursos, así como de los obs-

táculos para la autonomía y el empoderamiento que 

mejoren las condiciones de vida de las mujeres y 

personas LGBTI. A esto se suman restricciones en la 

oferta y la falta de canales de empleabilidad que ga-

ranticen su inclusión económica. La superposición de 

diferentes formas de discriminación es una barrera 

para el tránsito efectivo, sostenible y seguro de las 

mujeres que están en economías ilegales hacia diná-

micas lícitas de generación de ingresos. 

En territorios afectados por el conflicto, identifi-

camos los siguientes obstáculos para garantizar las 

rutas hacia la formalidad laboral y la autonomía: 
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•	 Estereotipos de género que excluyen a las mu-

jeres de ámbitos laborales y las limitan a las ac-

tividades domésticas y de cuidado. A eso hay 

que sumarle la nula valoración de estas labores. 

•	 Entornos discriminatorios o poco favorables 

para la conciliación de la vida doméstica y 

laboral de las mujeres que hacen difícil su 

permanencia en actividades laborales. 

•	 Entornos excluyentes para las personas 

LGBTI en el ámbito laboral por cuenta de la 

expresión o visibilización de su identidad de 

género u orientación sexual. 

•	 Condiciones territoriales de vulnerabilidad 

que reproducen ciclos de pobreza, donde 

las mujeres son las principales afectadas. 

Según datos del DANE sobre Pobreza Mo-

netaria y Multidimensional, la incidencia de 

la pobreza multidimensional en 2018 fue 

3,2% más alta en hogares con mujeres cabe-

za de hogar comparado con hombres cabe-

za de hogar; esta diferencia aumenta a 6,2% 

en zonas rurales.

05.
Las conexiones entre la tolerancia frente a las 

violencias de género y las percepciones de (in)

seguridad

Las percepciones de seguridad de mujeres y per-

sonas LGBTI tienen una base común —similar a las 

de otros habitantes—, asociadas al incremento o la 

disminución de delitos como homicidios o robos. En 

la coyuntura actual de estas regiones, el proceso de 

negociación, firma e implementación del Acuerdo Fi-

nal, así como el reacomodo de los actores armados, 

impactan también esta percepción. 

Las percepciones de seguridad de mujeres y per-

sonas LGBTI comparten dos elementos particulares. 

Primero, los temores en torno a un posible ataque de 

tipo sexual se combinan con estereotipos de género 

sobre su propia fragilidad y debilidad. De esta ma-

nera, el miedo a una agresión sexual le da un sello 

particular a las percepciones de seguridad de muje-

res, lesbianas, gais y trans, tal y como ocurre frente al 

acoso callejero (Puerto Asís) o al temor de las madres 

de que sus hijas sean agredidas por vecinos (Tuma-

co) o familiares (Apartadó).

Segundo, que la tolerancia frente a violencias ba-

sadas en género en los entornos privados y públicos 

incide en cómo se perciben los riesgos a los que están 

expuestas las mujeres o personas LGBTI. Los efectos 

de entornos sociales, comunitarios o institucionales 

permisivos y tolerantes frente a las violencias de gé-

nero, no sólo se pueden medir y caracterizar en tér-

minos objetivos de los riesgos y amenazas que en-

frentan mujeres y personas LGBTI, sino también de 

su percepción de seguridad y de cómo adecuan o 

limitan sus comportamientos y rutinas con base en 

las mismas. El señalamiento o aislamiento de las vícti-

mas y de manifestaciones que justifiquen el compor-

tamiento de los agresores, incide en las percepciones 

de seguridad.

Las percepciones de seguridad de las personas 

LGBTI son directamente proporcionales a la sensa-

ción de desagrado y al estigma social que recae so-

bre ellas. Esta población suele asociar la inseguridad 

y el miedo con sus experiencias de discriminación y 

señalamiento; una relación que depende también del 

significado particular de sus vivencias de exclusión.

La conexión entre tolerancia frente a las violencias 

de género y la percepción de seguridad, contribuye a 

entender cómo se tejen las relaciones de convivencia. 

En esa medida, guarda relación con la confianza, la 

reciprocidad y las formas de resolución de problemas 

en las comunidades.
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Este asunto resulta fundamental para compren-

der el alcance de los mecanismos de coerción y regu-

lación que usaron y siguen usando los actores ilega-

les como formas diferentes de violencias de género. 

Especialmente de cara a su impacto en la seguridad 

de las mujeres y la población LGBTI, y al debilitamien-

to de prácticas de protección de carácter colectivo 

(social, comunitario o cultural) y de autocuidado des-

de una dimensión individual.

06.
Las vivencias de mujeres y de población LGBTI en 

lugares privados y públicos están asociadas con 

violencias basadas en género y estereotipos 

Las percepciones de seguridad son construidas 

a partir de las variables asociadas al género y la di-

visión de los espacios tradicionalmente asignados a 

hombres y mujeres. De ahí la relevancia de tener en 

cuenta el peso de los estereotipos de género en la 

delimitación de los espacios públicos y privados. 

Desde esa perspectiva, los atributos de la casa, en 

tanto espacio privado, incluyen referentes que per-

miten diferenciar porque un lugar es percibido como 

seguro o inseguro en el caso de las mujeres:

•	 La connotación de espacio protector frente 

a los riesgos y hechos delictivos que ocurren 

afuera. El espacio privado, lo que ocurre “a 

puerta cerrada”, funciona como un mecanis-

mo de respuesta frente a un exterior que es 

percibido como amenazante.

•	 La casa es segura pero no totalmente; hay 

una diferenciación de los espacios internos 

de acuerdo con los usos para el descanso, 

ocio y desarrollo individual.

•	 Los lugares inseguros no sólo correspon-

den a los espacios de la casa (la habitación, 

por ejemplo) donde más ocurren hechos de 

violencia y maltrato, como violencias psico-

lógicas, simbólicas, también se asocian con 

jornadas de trabajo y labores de cuidado 

que implican horarios extendidos, esfuerzos 

físicos, mayor carga de labores sin tiempo 

para el bienestar personal y, en algunas oca-

siones, condiciones de infraestructura y ser-

vicios inadecuadas. 

•	 La dependencia económica de las mujeres 

viene acompañada de la invisibilización del 

valor del trabajo doméstico y del cuidado no 

remunerado. Esto aumenta los riesgos a los 

que están expuestas las mujeres y niñas en 

las relaciones de pareja y de parentesco.

Sobre los espacios públicos, identificamos los si-

guientes factores que influyen en la percepción de segu-

ridad de las mujeres en su cuadra, vecindario o vereda:

•	 Las condiciones de infraestructura y servi-

cios públicos; la dotación y arquitectura ins-

titucional, y la presencia de organizaciones 

sociales.

•	 Las reglas de convivencia y la solidaridad 

entre vecinos; las gestiones de las Juntas de 

Acción Comunal; las normas de tramitación 

de conflictos, y las acciones colectivas para 

resolver problemas comunes. 

•	 La coerción de los grupos criminales, inclui-

das las acciones de la denominada “limpieza 

social” o de castigo que “mejoran” —desde 

una perspectiva efectista— la percepción 

de seguridad, pero que tienen un alto costo 

para las mujeres frente al uso de la violencia 

de género como un mecanismo regulador 

de la vida cotidiana.
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•	 Acceso desigual de las mujeres a ciertos espa-

cios públicos percibidos como más inseguros 

para ellas por razones diferenciadas, como el 

acoso y el temor a una agresión sexual. 

Las personas con identidades de género y orien-

taciones sexuales diversas construyen de diferente 

manera su relación con el espacio privado o público, 

de acuerdo con lo adverso o favorable que resulten 

diferentes lugares para hacer visible sus identidades 

de género u orientaciones sexuales. 

La familia y los primeros espacios de socialización 

determinan las condiciones para asumirse desde una 

identidad diversa. Entre las personas LGBTI es reite-

rado el temor a exponer su identidad en el hogar, ya 

que suelen ser excluidas de sus casas y círculos fami-

liares. Esto incrementa su vulnerabilidad, pues, en el 

afán de escapar del escenario hostil que representa 

su hogar, ven limitadas sus redes de apoyo. Ante la 

incertidumbre de la sobrevivencia, estas personas 

quedan expuestas a nuevos escenarios de riesgo y 

expresiones de violencia. 

07.
Las dinámicas de expulsión temprana 

de las personas LGBTI de la familia y la 

escuela, repercuten en que deban asumir la 

sobrevivencia de manera aislada, exponiéndose 

a entornos adversos

En territorios afectados por el conflicto armado, 

la discriminación que enfrentan las personas LGBTI 

ocurre de manera temprana en sus principales ám-

bitos de socialización. Esto afecta su posibilidad de 

contar con redes de apoyo y desarrollar las capaci-

dades y habilidades que faciliten su acceso a oportu-

nidades de formación y preparación para el trabajo. 

Las personas LGBTI suelen encontrar los primeros 

actos de discriminación y las expresiones de violencia 

en su casa y en las relaciones de parentesco, lo que 

incrementa su vulnerabilidad. En el afán de escapar 

del escenario hostil que representa su hogar, estas 

personas quedan en medio de posibilidades restrin-

gidas de sobrevivencia económica que reproducen 

los estereotipos de género, con labores muy especí-

ficas como las peluquerías y ofrecimientos para que 

se vinculen a las actividades relacionadas con grupos 

criminales, principalmente el microtráfico y la explo-

tación sexual.

Las nociones erradas y las imágenes estereoti-

padas de las personas LGBTI, remiten a hechos vio-

lentos y discriminatorios antes y durante el conflicto 

armado. La discriminación y el miedo permanecen y 

emergen a la hora de establecer sus relaciones con 

otros actores del territorio. 

La violencia contra personas LGBTI determinada 

por la discriminación histórica y reciente, conlleva 

la invisibilidad y el ocultamiento como respuesta a 

la posibilidad de ser señaladas o agredidas física y 

verbalmente. Estas personas expresan la asociación 

entre temor y “salir del closet” como parte de su vida 

cotidiana, algo que se repite cuando llegan a un nue-

vo escenario: un vecindario, un lugar de estudio, de 

trabajo o cualquier espacio de socialización.

08.
Los impactos que dejó el conflicto armado 

inciden en las percepciones actuales de 

seguridad de mujeres y población LGBTI

Las percepciones de seguridad están mediadas 

por la coerción que se dio en contextos en los que las 

violencias basadas en género han hecho parte de los 

repertorios desplegados por los actores armados en 

sus espacios de disputa, coexistencia o dominio. Los 

legados del conflicto evidencian que:

•	 Las regulaciones que ejercieron los actores 

armados persisten, especialmente en las 

disposiciones sobre los espacios públicos y 
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sus usos, y en las relaciones interpersonales 

y normas de comportamiento. 

•	 Las vivencias actuales sobre hechos de vio-

lencia se inscriben en los lugares específicos 

donde ocurrieron durante el conflicto, de 

forma tal que la pertenencia a una comuni-

dad implica reconocer a sus víctimas y pasar 

por procesos de duelo compartidos.

•	 La percepción de inseguridad actual está 

mediada por la incertidumbre ante la repeti-

ción de hechos similares.

•	 La percepción de inseguridad de las muje-

res está relacionada con la ruptura y el de-

bilitamiento de tejidos y saberes ancestra-

les que funcionaban como mecanismos de 

protección y de reconocimiento en la vida 

cotidiana.

•	 En los entornos sociales, comunitarios e ins-

titucionales, prevalecen los señalamientos a 

las mujeres sobrevivientes a las violencias 

de género sobre la posibilidad del reconoci-

miento y el acompañamiento.

Para las personas LGBTI, la reproducción de este-

reotipos de género y las prácticas de control sobre el 

cuerpo y la sexualidad —mecanismos usados por los 

actores armados—, se han interiorizado en la comuni-

dad. Esto ha llevado a que las expresiones de violen-

cia contra ellas se justifiquen y naturalicen. 

La conjunción de estereotipos de ser hombre y de 

ser mujer —previos al conflicto armado y exacerba-

dos por la confrontación actual—, construyen narrati-

vas de censura, exclusión y discriminación alrededor 

de las personas con orientaciones sexuales e identi-

dades de género diversas. Esta situación ha alimen-

tado los prejuicios e influido en la violencia de la que 

siguen siendo víctimas. 

A esto se suma que, en estos contextos que vi-

vieron de manera intensa el conflicto armado y la 

confrontación entre el Estado a través de la Fuerza 

Pública y los grupos armados ilegales, las acciones 

militares tuvieron efectos sobre las percepciones 

de seguridad de las comunidades y en particular de 

mujeres y población LGBTI. Los estereotipos de gé-

nero y la reproducción de discriminaciones también 

tuvieron lugar en esa confrontación por lo que, para 

mujeres y LGBTI, la Fuerza Pública no representó en 

algunos momentos un factor de seguridad, sino de 

continuidad de la confrontación y la persistencia de 

escenarios de discriminación y vulnerabilidad. 



03

Recomendaciones
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03. Recomendaciones: Acciones para incluir 
a las mujeres y la población LGBTI en el 
desarrollo territorial y las agendas de paz de 
las regiones afectadas por el conflicto 

La FIP identificó un conjunto de recomendaciones para el mejoramiento de 

las condiciones de seguridad de las mujeres y personas LGBTI en contextos de 

fragilidad, con énfasis en la disminución de las violencias basadas en género y 

la protección de estas poblaciones. Uno de los desafíos principales es avanzar 

en las agendas de construcción de paz en veredas y municipios en los que se 

entrecruzan las violencias basadas en el género, economías ilegales y legados 

del conflicto armado.

01.
Las prioridades para abordar las condiciones de seguridad de las mujeres 

y población LGBTI en contextos de fragilidad

Incluir el enfoque de género en la implementación de una Política de Se-

guridad y Convivencia, teniendo en cuenta tres elementos: primero, los efectos 

de las acciones militares sobre las dinámicas de violencias basadas en género; 

segundo, el rol que juegan en la reconfiguración de la violencia asociada a la 

criminalidad; y tercero, las percepciones de seguridad de mujeres y personas 

LGBTI. El seguimiento a medidas del Ministerio de Defensa para retomar el 

control de zonas influenciadas por actores armados, debería incorporar unos 

indicadores de monitoreo y evaluación que permitan ver los efectos positivos y 

negativos que tienen estas sobre las dinámicas de violencias basadas en géne-

ro y las percepciones de seguridad de mujeres y personas LGBTI.

Fortalecer el papel de la Vicepresidencia de la República y la Alta Conseje-

ría para la Estabilización en su rol de articulación, asegurando la incorporación 

del enfoque de género y el “tratamiento diferencial en favor de la mujer”, como 

parte de la Política de Estabilización “Paz con Legalidad”. Es importante que 

quienes lideran este proceso reconozcan las condiciones de seguridad que ex-

perimentan las personas LGBTI en medio de contextos violentos y escenarios 

de transición. 

Construir estrategias para identificar fuentes de financiación ilegal y pa-

trones de criminalidad que afecten de manera particular a mujeres y perso-

nas LGBTI. Es importante que la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad 

avance en esta tarea, y que tenga en cuenta los aportes de organizaciones de 

mujeres y personas LGBTI nacionales y locales para facilitar así su participación 

en la construcción de estrategias de seguridad.
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02.
La articulación entre agendas nacionales de paz, las capacidades locales y 

los mecanismos de género en contextos de fragilidad

La FIP recomienda que la Instancia de Alto Nivel del Gobierno para la Incor-

poración del Enfoque de Género, encargada de la coordinación y armonización 

de la agenda de género con los mecanismos del Acuerdo Final, avance en las 

siguientes tareas: 

Incluir la agenda del sector LGBTI en la de las entidades que tienen res-

ponsabilidades en el Plan Marco de Implementación del Acuerdo Final (PMI). 

Hasta ahora, esta agenda ha pasado desapercibida no solo a nivel discursivo, 

sino en la estructuración de algunos mecanismos del Acuerdo. Es necesario 

diseñar e implementar medidas especiales para personas LGBTI como parte de 

la transversalización del enfoque de género. 

Vincular a las instancias y mecanismos territoriales en la inclusión y el desa-

rrollo del enfoque de género en la implementación del Acuerdo. Es importante 

el papel que pueden tener los mecanismos territoriales de género tales como 

secretarías de la mujer, gestoras o programas que lideran alcaldías y goberna-

ciones. 

Actualizar y fortalecer los procesos de asistencia técnica desarrollados por 

la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer (CPEM), con el objeto de 

incluir en las políticas municipales o departamentales de equidad para las mu-

jeres o de género, los compromisos contenidos en el PMI. El objetivo es que las 

autoridades locales se apropien de los retos de la implementación del enfoque 

de género en el Acuerdo de Paz.

03.
El desarrollo de sistemas de información para la gestión local de la 

seguridad y la paz con enfoque de género

Incorporar la categoría de género en los análisis de la seguridad local, inclu-

yendo aquellas violencias menos visibles, con el fin de comprender los factores 

que afectan a las mujeres y personas con orientaciones sexuales e identidades 

diversas. El objetivo es fortalecer la toma de decisiones de manera diferenciada 

en función de la prevención y control de las violencias de género a nivel local. 

Es necesario que se tomen medidas en el corto plazo para que se registren de 

manera efectiva violencias sobre las que se tiene menos información.

Mejorar los sistemas de información sobre delitos con el fin de entender el 

comportamiento de violencias de género contra personas LGBTI, teniendo en 

cuenta que sistemas como el de la Policía Nacional y el Instituto Nacional de 

Medicina Legal, sólo permiten ver tendencias para hombres y mujeres.
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Realizar estudios sobre violencia económica y patrimonial en contextos ur-

banos y rurales. Es importante generar una mejor evidencia, fortalecer los sis-

temas de información y hacer seguimiento a las rutas de atención y protección 

frente a este tipo de violencia. La Consejería Presidencial para la Equidad de la 

Mujer, que ha adelantado un estudio en esta línea,4 y el Ministerio de Justicia y 

del Derecho pueden tener un papel clave a la hora de impulsar las discusiones 

técnicas sobre estos temas y fortalecer su conocimiento dentro y fuera de las 

instituciones del Estado. 

Ampliar el alcance de la Cuenta Satélite de Economía del Cuidado5 así 

como de la Encuesta de Uso del Tiempo6 desarrolla por el DANE para que 

las autoridades locales, entidades territoriales y otros actores de municipios 

pequeños y con vocación rural puedan calificar y evaluar sus políticas públicas 

para el empoderamiento económico de mujeres y la conciliación de la vida fa-

miliar y laboral. 

Generar y desarrollar instrumentos de medición de la percepción de se-

guridad de las mujeres y la población LGBTI, incentivando que a nivel de-

partamental se realicen este tipo de estudios territoriales en esta línea. Para 

comprender el impacto de la implementación del Acuerdo de Paz desde la 

perspectiva de las percepciones de seguridad, es importante usar este tipo de 

instrumentos en aquellos territorios priorizados y poner especial énfasis en que 

la totalidad de los datos puedan desagregarse teniendo en cuenta el sexo, las 

orientaciones sexuales y las identidades de género diversas.

  

4	 CPEM & Departamento Administrativo de la Presidencia de la República -DAPRE. (2016). Violencia económica y pa-
trimonial: Una aproximación a través de la atención en los municipios de Riohacha, Buenaventura y el Distrito de 
Cartagena. Disponible en: http://www.equidadmujer.gov.co/oag/Documents/Violencia-economica-patrimonial.pdf

5	 Según el DANE: Esta medición, como una cuenta satélite del Sistema de Cuentas Nacionales (SCN), permite visibilizar 
la relación entre la Economía del cuidado y el resto de la economía, observando la distribución de tiempos, trabajos, 
consumos e ingresos utilizados en una y otra. La Economía del cuidado comprende la producción, distribución, inter-
cambio y consumo de los servicios de cuidado.

6	 Según el DANE: La Encuesta Nacional de Uso del Tiempo (ENUT) busca generar información sobre el tiempo dedicado 
por la población de 10 años y más a actividades de trabajo y personales. La ENUT basa su estructura conceptual en la 
separación de las actividades humanas en dos grandes grupos, las actividades de trabajo y las actividades personales, 
a su vez, siguiendo la estructura del Sistema de Cuentas Nacionales (SCN)
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04. 
Las estrategias de seguridad y protección a nivel local

Estas recomendaciones se dirigen a tres instrumentos de política pública 

del nivel territorial: los Planes Integrales de Prevención y Protección; los Planes 

Integrales de Seguridad y Convivencia Ciudadana (PISCC), y los capítulos de 

Prevención de violencias contra las mujeres de los Planes de Desarrollo muni-

cipal o departamental: 

Cualificar las metodologías de recolección de información y los marcos de 

comprensión en torno a las violencias contra las mujeres y personas LGBTI en 

contextos de fragilidad. Si bien los instrumentos de política pública incorpo-

ran ejercicios de análisis diferencial del riesgo, se recomienda poner especial 

atención a la violencia económica y patrimonial, y a su relación con otro tipo 

de violencias como la explotación sexual y la violencia de pareja, entre otras. 

Incluir presupuestos sensibles al género incluyendo fondos como el FON-

SET7, y evitar figuras de “transversalización de los recursos” como parte de 

otras actividades, programas y proyectos. Esto para no dar lugar a que el cum-

plimiento de las metas de prevención de las violencias basadas en el género 

dependa de la implementación de otras estrategias, o a que no se cuente con 

los recursos suficientes. 

Tomar medidas frente a los riesgos que identifica el Sistema de Alertas 

Tempranas de la Defensoría del Pueblo, potenciando a nivel territorial el alcan-

ce de herramientas como “Por qué el conflicto golpea… pero golpea distinto”8 

y “Protegiendo la diversidad”9. Las entidades territoriales deben garantizar que 

estas estrategias estén en sintonía con las características económicas, políticas, 

sociales y culturales del municipio, incluyendo las prácticas asociadas con el 

reclutamiento/utilización y explotación sexual de niños, niñas y adolescentes.

Ajustar las estrategias de seguridad y de respuesta rápida a los patrones 

de violencia contra las mujeres en espacios privados. También se requiere 

abordar los feminicidios y homicidios de mujeres desde su posible conexión 

con la violencia sexual, de pareja y la que se da en el marco de las relaciones 

de parentesco.

 

7	 Los FONSET (Fondos Territoriales de Seguridad y Convivencia Ciudadana) son fondos cuenta y deben ser administrados 
como una cuenta especial sin personería jurídica (Decreto 399 de 2011. Art. 10). En todos los municipios y departa-
mentos debe existir un FONSET, administrado por el alcalde y gobernador o el Secretario delegado para esa función. 
La inversión de los recursos del FONSET debe ser exclusivamente para asuntos consignados en el Plan Integral de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana (PISCC).

8	 Esta es una serie de cartillas publicadas en 2011 por el Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo y 
ONU Mujeres que contienen herramientas para identificar, caracterizar y prevenir riesgos de violencia de género en el 
marco del conflicto armado.

9	 Publicada en 2018 por la Defensoría del Pueblo con una caja de herramientas para desarrollar acciones a favor de la 
seguridad y protección de la población LGBTI.
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Garantizar la implementación de la ruta de prevención y atención de las 

violencias contra las mujeres a nivel rural. Para esto, deberán tenerse en cuenta 

condiciones prácticas tales como vías disponibles, costos y tiempos de tras-

lado, servicios públicos y capacidades locales de las Comisarías de Familia, 

Fiscalía, Personería y Medicina Legal, entre otras entidades. 

Generar garantías de participación efectiva de mujeres y población LGBTI 

y sus procesos organizativos en espacios de toma de decisiones relacionados 

con la formulación, implementación y rendición de cuentas de los tres instru-

mentos de política pública mencionados. De esta manera se nutrirá la discusión 

sobre el impacto de este tipo de políticas en las mujeres y personas LGBTI des-

de un enfoque de género.

Involucrar actores complementarios a los que habitualmente participan en 

las rutas de prevención y atención, buscando nuevas aproximaciones intersec-

cionales. Esto con el objetivo de impulsar y desarrollar prácticas de cuidado 

y protección comunitaria y colectiva debilitadas por el conflicto armado, así 

como para innovar con medidas de prevención lideradas por otros sectores 

(culturales, deportivos, medios de comunicación, sector privado/comercio, ju-

veniles y sindicales, entre otros), incluyendo la participación de las Juntas de 

Acción Comunal en los espacios de veeduría y rendición de cuentas.

05.
La generación de capacidades locales para la puesta en marcha de la 

Política Pública de Garantía de los Derechos Sociales LGBTI (Decreto 762 

de 2018) a nivel local

Adecuar la arquitectura institucional para implementarla. De acuerdo a la 

política nacional, el respeto, promoción y protección de los derechos de la po-

blación LGBTI implica producir desarrollos institucionales para asumir respon-

sabilidades específicas frente a sus necesidades y condiciones, así como gene-

rar la capacidad de respuesta requerida en las administraciones municipales.

Generar espacios de participación y organización. Promover medidas de 

orden territorial para garantizar la participación de la población LGBTI. Esto 

significa impulsar la creación y el fortalecimiento de mecanismos de participa-

ción como mesas municipales específicas, para generar así un mayor nivel de 

incidencia política y fortalecer los liderazgos e iniciativas de organización social 

de esta población. 

Impulsar dinámicas organizativas y procesos participativos LGBTI que con-

tribuyan a la identificación de intereses comunes, concertación de prioridades 

y agendas de incidencia que, a su vez, deriven en la construcción de planes 

estratégicos.
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06.
La promoción y garantía de entornos públicos seguros y libres de 

discriminación

Proporcionar acceso universal a espacios públicos seguros, inclusivos y ac-

cesibles para mujeres y población LGBTI. Es importante visibilizar las ventajas 

y oportunidades que este tipo de iniciativas pueden tener para actores locales 

al vincularse como aliados y/o patrocinadores, poniendo especial cuidado en 

la planificación, diseño y dotación de espacios y transporte públicos seguros, 

tanto en cabeceras municipales como en las áreas rurales. Además es relevante 

contar con estrategias para ampliar y estimular el uso de los mismos por parte 

de niñas, mujeres y personas LGBTI.

Fortalecer el rol de las Juntas de Acción Comunal en la prevención comu-

nitaria. Las Juntas son espacios claves para promover entornos comunitarios 

seguros de mujeres y personas LGBTI, a partir del reconocimiento de la diver-

sidad. 

Apoyar iniciativas comunales enfocadas en la convivencia pacífica y la se-

guridad, con recursos del Fondo para la Participación y Fortalecimiento de la 

Democracia. Este fondo se encarga de financiar los proyectos de la Dirección 

para la Democracia, la Participación Ciudadana y la Acción Comunal del Minis-

terio de Interior. Teniendo en cuenta el CONPES 3955 de 2018, se recomienda 

a este Ministerio —encargado del fondo— impulsar iniciativas encaminadas a 

la dotación de espacios públicos seguros para las mujeres y las niñas en sus 

comunidades, así como fortalecer los mecanismos comunitarios para cuidar y 

proteger a las víctimas de violencias de género. El Ministerio del Interior tam-

bién puede propiciar actividades de intercambio de experiencias, en las que se 

socialicen gestiones exitosas de las organizaciones comunales.

Fomentar y priorizar iniciativas encaminadas a la transformación cultural 

de prácticas y narrativas sociales y comunitarias permisivas con los diferentes 

tipos de violencias contra las mujeres. El objetivo es desarrollar intervenciones 

con impacto a mediano y largo plazo, involucrando como factores de cambio a 

otro tipo de actores que contribuyan a reactivar prácticas de prevención y pro-

tección comunitaria, así como a innovar con iniciativas lideradas desde secto-

res culturales, deportivos, medios de comunicación, sector privado/comercio, 

juveniles, entre otros. El Ministerio de Cultura debe tener aquí un rol protagóni-

co, con la promoción de procesos artísticos y el apoyo a actividades culturales.

Evitar que mecanismos de prevención comunitaria como las redes de infor-

mantes se vuelvan una estrategia para regular y controlar el comportamiento 

de mujeres, niñas y personas LGBTI. Es fundamental evitar que se reproduzcan 

estereotipos que justifiquen las violencias basadas en el género bajo el pretexto 

de la protección comunitaria.
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Implementar el sello #AquíEntranTodos9, para generar entornos libres de 

discriminación hacia personas con orientaciones sexuales e identidades de 

género diversas. Es importante que las entidades estatales contrarresten las 

tolerancias institucionales frente a las violencias de género. También que el 

sector privado avance en el diálogo respecto a las implicaciones positivas de 

implementar estrategias de inclusión, reconocimiento y no discriminación (en 

el caso de los establecimientos comerciales, por ejemplo). En espacios abiertos 

al público, se requiere generar una mirada diferenciada para las personas con 

orientaciones sexuales e identidades de género diversas, de forma tal que se 

reconozca que el uso del espacio que hacen lesbianas, gais y mujeres trans está 

mediado por barreras que son diferenciales para cada población LGBTI.

07. 
El fortalecimiento de la relación entre acceso a la justicia y percepciones 

de seguridad

Potenciar el papel de los sistemas y Comités de Justicia locales, para au-

mentar su efectividad. Se debe garantizar una justicia eficiente por medio de 

una oferta de servicios organizada que brinde equidad en el acceso y el pro-

ceso de tratamiento de los conflictos. La prioridad es acercar y posicionar a la 

justicia formal en el imaginario de las personas y comunidades como la opción 

preferente a la hora de resolver los conflictos.

Identificar y caracterizar las barreras que enfrentan las mujeres cuando 

emprenden demandas durante los procesos de justicia administrativa y ordina-

ria, así como en las etapas de denuncia, investigación, juzgamiento y sanción. 

Es necesario vincular a las organizaciones locales de mujeres para tener una 

información más pertinente, así como medidas más adecuadas a la dimensión 

de género y a las condiciones del contexto, y capacitarlas para que puedan 

efectuar procesos de veeduría.

Implementar canales eficientes de acceso a la justicia que debiliten la re-

gulación de los actores armados y fortalezcan la justicia ordinaria, propia y 

transicional, así como los mecanismos alternativos. Resulta fundamental forta-

lecer la capacidad y recursos de las Casas de Justicia, Comisarías de Familia, las 

inspecciones de policía, la Conciliación en Equidad, así como el rol del enlace 

territorial de la JEP y del ministerio público (Defensoría, Personería).

10	 El sello #AquíEntranTodos promueve entornos libres de discriminación por orientación sexual en espacio público. Está 
incluido en la Política Pública de Garantía de los Derechos Sociales LGBTI (Decreto 762 de 2018).
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Garantizar que la oferta institucional de atención a mujeres víctimas de 

violencias cumpla con los estándares de acceso, calidad, dignidad, privacidad, 

confidencialidad y acción sin daño. Es necesario trascender enfoques limitados 

a la emergencia médica, así como esquemas reducidos a jornadas/oferta de 

denuncia o declaración para avanzar así hacia procedimientos integrales de 

reacción inmediata, protección y atención que incluyan la continuidad de los 

procesos iniciados y su adecuado seguimiento. 

08.
La inclusión y autonomía económica de mujeres que habitan en regiones 

afectadas por el conflicto armado

Las políticas públicas para el empoderamiento económico de las mujeres, 

así como otro tipo de esfuerzos por generar proyectos productivos, deben con-

siderar las complejidades alrededor de la violencia económica y patrimonial, y 

su relación con otro tipo de violencias (como la explotación sexual y violencia 

de pareja, entre otras). Ante esto, recomendamos: 

Implementar políticas integrales de inclusión económica y empleabilidad 

para mujeres expuestas a las economías ilegales con el fin de garantizarles los 

medios de vida y el acceso a seguridad social, al control de bienes y medios 

de producción, al establecimiento de mercados y cadenas de producción y 

comercialización, al acceso a formación y capacitación en áreas de interés, y a 

la reducción y redistribución de las tareas de cuidado. 

Es necesario que las acciones de sustitución de cultivos ilícitos que se lide-

ran a través de la Alta Consejería para la Estabilización —en particular del Pro-

grama Nacional Integral para la Sustitución de Cultivos—, tengan un enfoque 

que permita a las mujeres sustituir un ingreso por otro y tener la plena garantía 

de sus derechos y ciudadanía. 

Fortalecer la política de acceso a la tierra con enfoque de género. Los pro-

cesos de formalización y de impulso al acceso por parte de la Agencia Nacional 

de Tierras (ANT), deben considerar las brechas de género y, sobre esa base, 

priorizar el acceso a madres cabeza de familia, mujeres víctimas del conflicto 

armado y aquellas insertas en contextos dependientes de economías ilegales.

Mejorar la sostenibilidad de las iniciativas económicas orientadas a las mu-

jeres, reconociendo sus prácticas y experiencias para generar ingresos en con-

texto de frontera donde priman economías ilegales, informalidad y dinámicas 

extractivas. Aquí tiene una especial importancia el rol del Ministerio de Agricul-

tura —en particular la dirección de Mujer Rural— y su articulación con las enti-

dades competentes para garantizar el acceso a vivienda, servicios financieros y 

capital semilla para las mujeres en zonas de frontera. 
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Incorporar medidas de seguimiento a los pagos que se realizan en el marco 

de propuestas productivas para impulsar un desarrollo rural que no profundice 

las brechas de género en la familia y/o que vaya en contravía de la autonomía 

económica y control sobre los recursos por parte de las mujeres. 

09.
La inclusión económica de la población LGBTI en territorios 

afectados por el conflicto armado

Impulsar opciones de emprendimiento económico que contrarresten los 

oficios estereotipados adjudicados a las personas con orientaciones sexuales 

e identidades de género diversas, para que se distancien de las dinámicas y 

escenarios de las economías ilegales. 

Generar procesos de sensibilización en espacios laborales que sean co-

herentes con los principios de igualdad de oportunidades y que anticipen las 

resistencias propias derivadas de los imaginarios construidos alrededor de las 

personas LGBTI.

Favorecer la vinculación de la población LGBTI a procesos formales de ca-

pacitación técnica y formación superior, contemplando modelos educativos 

flexibles que respondan a las formas de vida y a las dinámicas particulares de 

sobrevivencia de lesbianas, gais y mujeres trans. De igual manera, adecuar la 

oferta de educación técnica y superior a nivel territorial.

10.
El involucramiento del sector privado

Fomentar la autonomía económica de las mujeres teniendo en cuenta la con-

ciliación de la vida familiar y laboral, e incluyendo los incentivos a la flexibilización 

de condiciones laborales en empresas y entidades públicas. Esto implica vincular 

al sector público y privado en torno a las transformaciones en pro de la corres-

ponsabilidad de hombres y mujeres en las tareas domésticas y de cuidado. 

Impulsar —a nivel nacional y regional— acciones intersectoriales y pactos 

multiactor para prevenir la violencia contra las mujeres. Esto generará entor-

nos laborales inclusivos y seguros, vinculados al objetivo de “trabajo decente” 

que hace parte de los Objetivos de Desarrollo Sostenible11, así como a los “Prin-

cipios Rectores sobre Empresas y los Derechos Humanos”12.

  
11	 Estos son los 17 objetivos trazados por el PNUD para poner fin a la pobreza, proteger el planeta y garantizar que todas 

las personas gocen de paz y prosperidad.
12	 Ver más en: https://www.ohchr.org/Documents/Publications/GuidingPrinciplesBusinessHR_SP.pdf
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Promover la implementación del sello de equidad laboral EQUIPARES13 en-

tre las empresas de regiones afectadas por el conflicto armado de forma que 

se estimule, a nivel territorial, la implementación del Sistema de Gestión de 

Igualdad de Género impulsado por el Ministerio del Trabajo.

Incorporar o fortalecer estrategias de comercio justo encaminadas a pro-

mover que mujeres y hombres tengan la capacidad de acceder a los recursos 

necesarios para ser productivos, de tal forma que se constituya progresiva-

mente en un atributo del sector privado que contrarreste condiciones de in-

equidad propias de los contextos frágiles.

11.
Memoria, reconciliación y garantías de no repetición 

Divulgar —a nivel comunitario, institucional y entre cooperantes— alertas 

sobre los daños colectivos que se pueden derivar de la ruptura y debilitamiento 

de tejidos y saberes ancestrales que funcionaban como mecanismos de pro-

tección.

Hacer de la memoria un eje de trabajo para la transformación cultural, fa-

voreciendo, desde el accionar institucional, construcciones sociales que desvir-

túen los imaginarios negativos contra las personas con orientaciones/identida-

des diversas, al tiempo que resalten el rechazo por las prácticas de vigilancia y 

castigo sobre estas personas.

Recuperar espacial y simbólicamente los lugares significativos y las prácti-

cas de las mujeres que tienen incidencia en su reconocimiento social y político, 

y también en su autonomía económica y/o seguridad alimentaria.

Dar continuidad y fortalecer las iniciativas de la Unidad Especial de Inves-

tigación para el desmantelamiento de las organizaciones y conductas crimina-

les de la Fiscalía General de la Nación, enfocándose en la relación entre econo-

mías ilegales y delitos contra las mujeres y la población LGBTI. Es importante 

dedicarle especial atención a la violencia económica y patrimonial, así como 

a su conexidad con delitos contra la libertad y la integridad sexual. También 

que el Grupo de Análisis e Investigación Nacional, los grupos destacados en 

territorio, los grupos itinerantes y los coordinadores territoriales, identifiquen 

patrones en torno a las violencias basadas en el género como un instrumento 

de regulación social usado por las estructuras criminales. 

13	 El Sello de Equidad Laboral “Equipares” es un programa de certificación encaminado a reconocer a las empresas que 
implementen de manera efectiva el Sistema de Gestión de Igualdad de Género y que, con ello, logren generar trasfor-
maciones culturales y cierre de brechas de género en su interior.
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